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Procedimiento de recaudación. Período ejecutivo. Procedimiento de apremio. Embargo de bienes. 
Diligencia de embargo. Prohibición de disponer los bienes inmuebles de una sociedad. La 
Ley 7/2012 (Modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa 
financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude), introdujo un 
nuevo apartado 6 en el art. 170 LGT sobre el que no existe jurisprudencia con el fin de combatir 
determinadas conductas fraudulentas en sede recaudatoria consistentes en la despatrimonialización de una 
sociedad, se establece la prohibición de disposición de los bienes inmuebles de sociedades cuyas acciones 
o participaciones hubiesen sido objeto de embargo y se ejerciese por el titular de estas, deudor de la 
Hacienda Pública, el control efectivo de la mercantil en cuestión. Se modifica el régimen jurídico del embargo 
de los bienes y derechos en entidades de crédito y depósito para incrementar la efectividad y seguridad 
jurídica de los mismos. A estos efectos, la extensión del embargo a otros bienes o derechos no identificados 
en la diligencia de embargo podrá extenderse al resto de bienes y derechos obrantes en la persona o entidad 
y no solo de la oficina o sucursal a la que se remitió el embargo. En concordancia con ello, por limitaciones 
de jurisdicción territorial de la Administración tributaria actuante, se establece dicho ámbito como límite de 
la extensión. Para la aplicación de la medida contemplada en el art. 170.6 LGT el deudor principal ha de 
ejercer el control efectivo, total o parcial, directo o indirecto sobre la sociedad cuyas acciones o 
participaciones han sido embargadas, en los términos previstos en el art. 42 del Código de Comercio que 
se refiere única y exclusivamente a personas jurídicas, por tanto, se plantea el problema si, la Administración 
tributaria puede acordar la medida cautelar prevista en el artículo 170.6 LGT prohibiendo la disposición sobre 
los bienes inmuebles de una sociedad, sin necesidad de que el procedimiento recaudatorio se dirija contra 
ella, cuando se hubieran embargado al obligado tributario persona física acciones o participaciones de 
aquella y esta persona física por sí sola o conjuntamente con el cónyuge u otras personas físicas unidas por 
vínculos de parentesco en línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad, hasta el segundo grado 
inclusive, se encuentren con relación a otras entidades de las que sean socios en alguna de las situaciones 
a que se refiere el artículo 42 del Código de Comercio, por lo que ejerzan el control efectivo, total o parcial, 
directo o indirecto sobre la sociedad titular de los inmuebles en cuestión. La cuestión que presenta interés 
casacional consiste en determinar si la Administración tributaria puede acordar la prohibición de disponer 
sobre los bienes inmuebles de una sociedad, sin necesidad de que el procedimiento recaudatorio se dirija 
contra ella, cuando se hubieran embargado al obligado tributario persona física acciones o participaciones 
de aquella y esta persona física por sí sola o conjuntamente con el cónyuge u otras personas físicas unidas 
por vínculos de parentesco en línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad, hasta el segundo grado 
inclusive, se encuentren con relación a otras entidades de las que sean socios en alguna de las situaciones 
a que se refiere el art. 42 del Código de Comercio, por lo que ejerzan el control efectivo, total o parcial, 
directo o indirecto sobre la sociedad titular de los inmuebles en cuestión [Vid., STSJ de Castila-La Mancha 
de 28 de abril de 2022, recurso n.º 676/2021 (NFJ088551) contra la que se plantea el recurso de casación] 
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HECHOS 

 
 Primero. Preparación del recurso de casación.  
 
  1. La procuradora doña María Llanos Paños Córcoles, en representación de EXPLOTACIONES LA SERNA 
S.L., preparó recurso de casación contra la sentencia dictada el 28 de abril de 2022 por la Sección Segunda de la 

http://www.fiscal-impuestos.com/
https://www.facebook.com/CEFfiscalimpuestos/
https://www.instagram.com/estudioscef/
https://www.linkedin.com/groups/4189644
https://twitter.com/ClubFiscal
https://www.youtube.com/videoscef


 
 

www.fiscal-impuestos.com  
             

 

Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla La Mancha, que desestimó el 
recurso contencioso-administrativo tramitado como procedimiento ordinario núm. 676/2021, promovido contra la 
resolución del Tribunal Económico Administrativo Regional de Castilla La Mancha de 15 de junio de 2020, por la 
que se desestimó la reclamación económico-administrativa núm. NUM001, interpuesta contra la resolución de 27 
de octubre de 2016 por la que se desestimó el recurso de interpuesto contra al acuerdo de prohibición de la libre 
disposición de bienes inmuebles.  
 
  2. Tras justificar la concurrencia de los requisitos reglados de plazo, legitimación y recurribilidad de la 
resolución impugnada, identifica como infringidos:  
 
  2.1. Los artículos 81 y 170.6 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (BOE de 18 de 
diciembre) ["LGT"].  
  2.2. El artículo 42 del Código de Comercio, aprobado por el Real Decreto de 22 de agosto de 1885, (Gaceta 
de 16 octubre 1885), ["CCo"].  
  2.4 Los artículos 222 y 319 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (BOE de 8 de enero) 
["LEC"].  
 
  3. Razona que tales infracciones han sido relevantes y determinantes de la decisión adoptada en la 
resolución recurrida, y, subraya que la norma que entiende vulnerada forma parte del Derecho estatal o del de la 
Unión Europea.  
 
  4. Considera que concurre interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia porque se dan la 
circunstancia contemplada en la letra c), del artículo 88.2 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa ["LJCA"], así como la presunción contenida en el artículo 88.3, letra a) LJCA.  
 
  5. No aporta razones específicas y distintas de las que derivan de lo expuesto para fundamentar el interés 
casacional objetivo con el objeto de justificar la conveniencia de un pronunciamiento del Tribunal Supremo.  
 
 Segundo. Auto teniendo por preparado el recurso de casación y personación de las partes ante la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo.  
 
 La Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla 
La Mancha, tuvo por preparado el recurso de casación en auto de 5 de septiembre de 2022, habiendo comparecido 
la procuradora doña María Llanos Paños Córcoles, en representación de EXPLOTACIONES LA SERNA S.L, -como 
parte recurrente-, ante esta Sala Tercera del Tribunal Supremo, dentro del plazo de 30 días señalado en el artículo 
89.5 LJCA.  
 De igual modo lo ha hecho como parte recurrida el Abogado del Estado en representación y defensa de la 
Administración General del Estado, quien se ha opuesto a la admisión del recurso. 
 
 Es Magistrado Ponente el Excmo. Sr. D. Isaac Merino Jara, Magistrado de la Sección. 
 

 
RAZONAMIENTOS JURÍDICOS 

 
 Primero. Requisitos formales del escrito de preparación.  
 
  1. El escrito de preparación fue presentado en plazo ( artículo 89.1 de la LJCA), la sentencia contra la que 
se dirige el recurso es susceptible de recurso de casación ( artículo 86 de la LJCA, apartados 1 y 2) y la mercantil 
EXPLOTACIONES LA SERNA S.L, se encuentra legitimada para interponerlo, al haber sido parte en el proceso de 
instancia ( artículo 89.1 LJCA).  
 
  2. En el escrito de preparación se acredita el cumplimiento de tales requisitos reglados, se identifican con 
precisión las normas del ordenamiento jurídico estatal que fueron alegadas en la demanda y tomadas en 
consideración por la Sala de instancia. También se justifica que las infracciones imputadas a la sentencia han sido 
relevantes para adoptar el fallo impugnado [ artículo 89.2 de la LJCA, letras a), b), d) y e)].  
 
  3. El repetido escrito fundamenta especialmente que concurre interés casacional objetivo para la formación 
de jurisprudencia porque la sentencia impugnada fija una doctrina (i) que afecta a un gran número de situaciones [ 
artículo 88.2.c) de la LJCA], siendo así que, además (ii) aplica una norma en la que se sustenta la razón de decidir 
respecto de la que no existe jurisprudencia [ artículo 88.3.a) de la LJCA]. De las razones que ofrece para justificarlo 
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se infiere la conveniencia de un pronunciamiento del Tribunal Supremo, por lo que se cumple también el requisito 
exigido por el artículo 89.2.f) de la LJCA.  
 
 Segundo. Hechos relevantes a efectos del trámite de admisión del presente recurso de casación.  
 
 Un análisis del expediente administrativo y de las actuaciones judiciales nos lleva a destacar como datos 
importantes para decidir sobre la admisión a trámite del recurso de casación los siguientes: 
 
  1º.- Diligencia de embargo.  
 
 En cumplimiento de la diligencia de embargo de fecha 20 de septiembre de 2016, y, a fin de asegurar el 
cobro de las deudas pendientes de ingreso, se declaró el embargo de las participaciones de EXPLOTACIONES LA 
SERNA, S.L., con NIF NUM000, titularidad de don Cipriano, en la cantidad suficiente para cubrir el importe de la 
deuda pendiente incluida en la diligencia de embargo.  
 Dicho embargo se llevó a cabo mediante diligencia de embargo de valores número 451623320667V 
 
  2º.- Prohibición de la libre disposición de bienes inmuebles.  
 
 El 22 de septiembre de 2016, el Jefe de la Dependencia Regional Adjunto de Recaudación dictó acuerdo 
de prohibición de la libre disposición de bienes inmuebles con referencia R4585216005669. 
 Dicho acuerdo fue notificado 22 de septiembre de 2016. 
 Interpuesto recurso de reposición contra la citada resolución el mismo fue desestimado por resolución de 
27 de octubre de 2016. 
 
  3º.- Interposición de reclamación económico-administrativa.  
 
 Contra la desestimación del recurso de reposición EXPLOTACIONES LA SERNA, S.L. interpuso 
reclamación económico-administrativa núm. NUM001 ante el Tribunal Económico- Administrativo Regional de 
Castilla La Mancha.  
 
  4º.-Resolución de las reclamaciones económico-administrativas.  
 
 El 15 de junio de 2020 el Tribunal Económico Administrativo Regional de Castilla La Mancha dictó resolución 
por la que desestimó la reclamación económico-administrativa núm. NUM001.  
 
  5º.- Interposición del recurso contencioso-administrativo.  
 
 EXPLOTACIONES LA SERNA, S.L. interpuso recurso contencioso-administrativo contra la mencionada 
resolución, que se tramitó con el número 676/2021 ante la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.  
 La ratio decidendi de la sentencia sobre este particular se contiene en el Fundamento de Derecho Segundo 
con el siguiente tenor literal:  
 
 "Cabría preguntarse por qué el artículo 170.6 de la LGT no ha hecho una referencia al "grupo familiar", 
similar a la del artículo 101.3 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, si lo que pretendía era incluir también como 
supuesto de control por parte del deudor de la entidad participada titular de los inmuebles el ejercido por su "grupo 
familiar". Ese silencio podría interpretarse, en un principio, como denegatorio de tal posibilidad. Piénsese, sin 
embargo, que así como en el caso del artículo 101.3 la falta de la disposición expresa sobre el grupo familiar hubiera 
impedido su aplicación, toda vez que el elemento de control sobre el que descansa el concepto de grupo del artículo 
42.1 del Código de Comercio se atribuye únicamente a una sociedad, es decir, está referido solo al grupo formado 
por sociedades en el que no tienen cabida personas físicas en su cabecera, en el caso del artículo 170.6 de la LGT 
una disposición semejante no resulta necesaria si se tiene presente que el deudor puede ser también, como se 
señaló más arriba y como sucede en el caso que aquí se examina, una persona física, y que el control efectivo sobre 
la entidad participada titular de los inmuebles no se agota con las presunciones legales enumeradas en el artículo 
42.1 del Código de Comercio sino que puede llegar a acreditarse mediante la prueba indiciaria o de presunciones a 
partir de las circunstancias concurrentes en el propio grupo familiar del deudor.  
 Otros ejemplos de control por parte de un grupo familiar son los referidos a supuestos de responsabilidad 
solidaria por sucesión en la actividad. Es el caso de las resoluciones de este Tribunal Central citadas por el 
DIRECTOR. En ellos, la referencia al grupo familiar no se contiene en la norma ( artículo 42.1.c) de la LGT) sino que 
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deriva de la aplicación al caso concreto de la prueba indiciaria o de presunciones, como sucede en el supuesto 
concreto que aquí se examina.  
 Se ha de indicar adicionalmente que este Tribunal Central se pronunció en su resolución de 30 de 
septiembre de 2015 (RG 1181/2014) en el sentido de que concurrían los requisitos del artículo 170.6 de la Ley 
58/2003, General Tributaria, en un supuesto concreto en el que el deudor, persona física, ejercía el control efectivo 
mayoritario sobre la sociedad titular de los inmuebles en los términos del artículo 42 del Código de Comercio, ya 
que participaba directamente en un 34% de su capital e indirectamente en el 60%, porcentaje este último distribuido 
entre sus hijos, por lo que la sociedad se encontraba controlada en un 94% por un mismo grupo familiar (...)"".  
 
 La citada sentencia constituye el objeto del presente recurso de casación. 
 
 Tercero. Marco jurídico.  
 
  1. A estos efectos, el recurrente plantea la necesidad de interpretar el 170.6 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, que dispone:  
 
 "La Administración tributaria podrá acordar la prohibición de disponer sobre los bienes inmuebles de una 
sociedad, sin necesidad de que el procedimiento recaudatorio se dirija contra ella, cuando se hubieran embargado 
al obligado tributario acciones o participaciones de aquella y este ejerza el control efectivo, total o parcial, directo o 
indirecto sobre la sociedad titular de los inmuebles en cuestión en los términos previstos en el artículo 42 del Código 
de Comercio y aunque no estuviere obligado a formular cuentas consolidadas. Podrá tomarse anotación preventiva 
de la prohibición de disponer en la hoja abierta a las fincas en el Registro de la Propiedad competente en virtud del 
correspondiente mandamiento en que se justificará la validez de la medida cautelar contra persona distinta del titular 
registral por referencia a la existencia de la correspondiente relación de control cuyo presupuesto de hecho se 
detallará en el propio mandamiento.  
 El recurso contra la medida de prohibición de disponer solo podrá fundarse en la falta de alguno de los 
presupuestos de hecho que permiten su adopción. 
 La medida se alzará cuando por cualquier causa se extinga el embargo de las participaciones o acciones 
pertenecientes al obligado tributario. Asimismo, la Administración tributaria podrá acordar el levantamiento de la 
prohibición de disponer cuando su mantenimiento pudiera producir perjuicios de difícil o imposible reparación, 
debidamente acreditados por la sociedad". 
 
  2. También será preciso interpretar el artículo 42 del Código de Comercio que señala:  
 
 "1. Toda sociedad dominante de un grupo de sociedades estará obligada a formular las cuentas anuales y 
el informe de gestión consolidados en la forma prevista en esta sección. 
 Existe un grupo cuando una sociedad ostente o pueda ostentar, directa o indirectamente, el control de otra 
u otras. En particular, se presumirá que existe control cuando una sociedad, que se calificará como dominante, se 
encuentre en relación con otra sociedad, que se calificará como dependiente, en alguna de las siguientes 
situaciones: 
 
 a) Posea la mayoría de los derechos de voto. 
 b) Tenga la facultad de nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de administración. 
 c) Pueda disponer, en virtud de acuerdos celebrados con terceros, de la mayoría de los derechos de voto. 
 d) Haya designado con sus votos a la mayoría de los miembros del órgano de administración, que 
desempeñen su cargo en el momento en que deban formularse las cuentas consolidadas y durante los dos ejercicios 
inmediatamente anteriores. En particular, se presumirá esta circunstancia cuando la mayoría de los miembros del 
órgano de administración de la sociedad dominada sean miembros del órgano de administración o altos directivos 
de la sociedad dominante o de otra dominada por ésta. Este supuesto no dará lugar a la consolidación si la sociedad 
cuyos administradores han sido nombrados, está vinculada a otra en alguno de los casos previstos en las dos 
primeras letras de este apartado. 
 
 A los efectos de este apartado, a los derechos de voto de la entidad dominante se añadirán los que posea 
a través de otras sociedades dependientes o a través de personas que actúen en su propio nombre pero por cuenta 
de la entidad dominante o de otras dependientes o aquellos de los que disponga concertadamente con cualquier 
otra persona. 
 
 2. La obligación de formular las cuentas anuales y el informe de gestión consolidados no exime a las 
sociedades integrantes del grupo de formular sus propias cuentas anuales y el informe de gestión correspondiente, 
conforme a su régimen específico. 
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 3. La sociedad obligada a formular las cuentas anuales consolidadas deberá incluir en ellas, a las 
sociedades integrantes del grupo en los términos establecidos en el apartado 1 de este artículo, así como a cualquier 
empresa dominada por éstas, cualquiera que sea su forma jurídica y con independencia de su domicilio social. 
 
 4. La junta general de la sociedad obligada a formular las cuentas anuales consolidadas deberá designar a 
los auditores de cuentas que habrán de controlar las cuentas anuales y el informe de gestión del grupo. Los auditores 
verificarán la concordancia del informe de gestión con las cuentas anuales consolidadas. 
 
 5. Las cuentas consolidadas y el informe de gestión del grupo habrán de someterse a la aprobación de la 
junta general de la sociedad obligada a consolidar simultáneamente con las cuentas anuales de esta sociedad. Los 
socios de las sociedades pertenecientes al grupo podrán obtener de la sociedad obligada a formular las cuentas 
anuales consolidadas los documentos sometidos a la aprobación de la Junta, así como el informe de gestión del 
grupo y el informe de los auditores. El depósito de las cuentas consolidadas, del informe de gestión del grupo y del 
informe de los auditores de cuentas en el Registro Mercantil y la publicación del mismo se efectuarán de conformidad 
con lo establecido para las cuentas anuales de las sociedades anónimas. 
 
 6. Lo dispuesto en la presente sección será de aplicación a los casos en que voluntariamente cualquier 
persona física o jurídica formule y publique cuentas consolidadas. Igualmente se aplicarán estas normas, en cuanto 
sea posible, a los supuestos de formulación y publicación de cuentas consolidadas por cualquier persona física o 
jurídica distinta de las contempladas en el apartado 1 del presente artículo.". 
 
 Cuarto. Cuestión en la que se entiende que existe interés casacional.  
 
  1. Conforme a lo indicado anteriormente, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 88.1 LJCA, en relación 
con el artículo 90.4 de la misma norma, esta Sección de admisión aprecia que este recurso presenta interés 
casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, respecto de la siguiente cuestión:  
 
 Determinar si la Administración tributaria puede acordar la prohibición de disponer sobre los bienes 
inmuebles de una sociedad, sin necesidad de que el procedimiento recaudatorio se dirija contra ella, cuando se 
hubieran embargado al obligado tributario persona física acciones o participaciones de aquella y esta persona física 
por sí sola o conjuntamente con el cónyuge u otras personas físicas unidas por vínculos de parentesco en línea 
directa o colateral, consanguínea o por afinidad, hasta el segundo grado inclusive, se encuentren con relación a 
otras entidades de las que sean socios en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 42 del Código de 
Comercio, por lo que ejerzan el control efectivo, total o parcial, directo o indirecto sobre la sociedad titular de los 
inmuebles en cuestión.  
 
 Quinto. Justificación suficiente de que el recurso planteado cuenta con interés casacional objetivo para la 
formación de la jurisprudencia.  
 
  1. Esta cuestión presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, porque en la 
sentencia recurrida se han aplicado normas que sustentan la razón de decidir sobre las que no existe jurisprudencia 
del Tribunal Supremo [ artículo 88.3.a) LJCA], y porque esta cuestión planteada afecta a un gran número de 
situaciones [ artículo 88.2.c) LJCA], lo que hace conveniente un pronunciamiento del Tribunal Supremo que las 
esclarezca, en beneficio de la seguridad jurídica y de la consecución de la igualdad en la aplicación judicial del 
Derecho ( artículos 9.3 y 14 CE).  
 
  2. En efecto, el artículo 1 Ocho de la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria 
y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la 
prevención y lucha contra el fraude introdujo un nuevo apartado 6 en el artículo 170 LGT sobre el que no existe 
jurisprudencia.  
 En la Exposición de Motivos de la citada norma se indicaba expresamente la finalidad de ésta al indicar que: 
 
 "Además, para combatir determinadas conductas fraudulentas en sede recaudatoria consistentes en la 
despatrimonialización de una sociedad, se establece la prohibición de disposición de los bienes inmuebles de 
sociedades cuyas acciones o participaciones hubiesen sido objeto de embargo y se ejerciese por el titular de estas, 
deudor de la Hacienda Pública, el control efectivo de la mercantil en cuestión. 
 Se modifica el régimen jurídico del embargo de los bienes y derechos en entidades de crédito y depósito 
para incrementar la efectividad y seguridad jurídica de los mismos. A estos efectos, la extensión del embargo a otros 
bienes o derechos no identificados en la diligencia de embargo podrá extenderse al resto de bienes y derechos 
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obrantes en la persona o entidad y no solo de la oficina o sucursal a la que se remitió el embargo. En concordancia 
con ello, por limitaciones de jurisdicción territorial de la Administración tributaria actuante, se establece dicho ámbito 
como límite de la extensión". 
 
 Para la aplicación de la medida contemplada en el artículo 170.6 de la LGT el deudor principal ha de ejercer 
el control efectivo, total o parcial, directo o indirecto sobre la sociedad cuyas acciones o participaciones han sido 
embargadas, en los términos previstos en el artículo 42 del Código de Comercio.  
 Dicho artículo 42 CCo se refiere única y exclusivamente a personas jurídicas, por tanto, se plantea el 
problema si, la Administración tributaria puede acordar la medida cautelar prevista en el artículo 170.6 LGT 
prohibiendo la disposición sobre los bienes inmuebles de una sociedad, sin necesidad de que el procedimiento 
recaudatorio se dirija contra ella, cuando se hubieran embargado al obligado tributario persona física acciones o 
participaciones de aquella y esta persona física por sí sola o conjuntamente con el cónyuge u otras personas físicas 
unidas por vínculos de parentesco en línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad, hasta el segundo grado 
inclusive, se encuentren con relación a otras entidades de las que sean socios en alguna de las situaciones a que 
se refiere el artículo 42 del Código de Comercio, por lo que ejerzan el control efectivo, total o parcial, directo o 
indirecto sobre la sociedad titular de los inmuebles en cuestión.  
 
  3. En este recurso se plantea además un problema atinente a la interpretación de normas relativas a los 
procedimientos de recaudación y de adopción de medidas cautelares de prohibición de libre disposición de bienes, 
por lo que la cuestión planteada afecta a un gran número de situaciones [ artículo 88.2.c) LJCA.  
 
 Sexto. Admisión del recurso de casación. Normas que en principio serán objeto de interpretación.  
 
  1. En virtud de lo dispuesto en el artículo 88.1 de la LJCA, en relación con el artículo 90.4 de la LJCA, 
procede admitir este recurso de casación, cuyo objeto será, por presentar interés casacional objetivo para la 
formación de la jurisprudencia, la cuestión descrita en el razonamiento jurídico cuarto.  
 
  2. Las normas que en principio serán objeto de interpretación son:  
 
  2.1. Los artículos 81 y 170.6 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.  
  2.2. El artículo 42 del Código de Comercio.  
 
 Ello sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente 
trabado en el recurso, ex artículo 90.4 de la LJCA.  
 
 Séptimo. Publicación en la página web del Tribunal Supremo.  
 
 Conforme a lo dispuesto por el artículo 90.7 de la LJCA, este auto se publicará íntegramente en la página 
web del Tribunal Supremo.  
 
 Octavo. Comunicación inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto.  
 
 Procede comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto, como dispone 
el artículo 90.6 de la LJCA, y conferir a las actuaciones el trámite previsto en los artículos 92 y 93 de la LJCA, 
remitiéndolas a la Sección Segunda de esta Sala, competente para su sustanciación y decisión de conformidad con 
las reglas de reparto.  
 
 Por todo lo anterior, 
 
 La Sección de Admisión 
 
 

 
ACUERDA 

 
  1º) Admitir el recurso de casación núm. 7701/2022, preparado por la procuradora doña María Llanos Paños 
Córcoles, en representación de EXPLOTACIONES LA SERNA S.L, contra la Sección Segunda de la Sala de lo 
Contencioso- Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, que desestimó el recurso 
contencioso-administrativo tramitado como procedimiento ordinario núm. 676/2021.  
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  2º) La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consiste en:  
 
 Determinar si la Administración tributaria puede acordar la prohibición de disponer sobre los bienes 
inmuebles de una sociedad, sin necesidad de que el procedimiento recaudatorio se dirija contra ella, cuando se 
hubieran embargado al obligado tributario persona física acciones o participaciones de aquella y esta persona física 
por sí sola o conjuntamente con el cónyuge u otras personas físicas unidas por vínculos de parentesco en línea 
directa o colateral, consanguínea o por afinidad, hasta el segundo grado inclusive, se encuentren con relación a 
otras entidades de las que sean socios en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 42 del Código de 
Comercio, por lo que ejerzan el control efectivo, total o parcial, directo o indirecto sobre la sociedad titular de los 
inmuebles en cuestión.  
 
  3º) Identificar como normas jurídicas que, en principio, habrán de ser objeto de interpretación:  
 
  3.1. Los artículos 81 y 170.6 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.  
  3.2. El artículo 42 del Código de Comercio.  
 
 Ello sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente 
trabado en el recurso, ex artículo 90.4 de la LJCA.  
 
  4º) Publicar este auto en la página web del Tribunal Supremo.  
 
  5º) Comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto.  
 
  6º) Para su tramitación y decisión, remitir las actuaciones a la Sección Segunda de esta Sala, competente 
de conformidad con las normas de reparto.  
 
 El presente auto, contra el que no cabe recurso alguno, es firme ( artículo 90.5 de la LJCA).  
 Así lo acuerdan y firman. 
 
El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por el Centro de 
Documentación Judicial (CENDOJ). La Editorial CEF, respetando lo anterior, introduce sus propios marcadores, 
traza vínculos a otros documentos y hace agregaciones análogas percibiéndose con claridad que estos elementos 
no forman parte de la información original remitida por el CENDOJ. 
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